SR. CONTRALOR GENERAL DE LA REPUBLICA

GABRIEL SILBER ROMO y GABRIEL ASCENCIO MANSILLA, Diputados de la República, solicitan respetuosamente al Sr. Contralor General de la República, de conformidad a lo dispuesto en la Ley N°10.336, Org/*ánica de la Contraloría General de la República, un pronunciamiento en derecho acerca de las siguientes circunstancias:
1.- Que la Fuerza Aérea de Chile ha procedido a obligar a los civiles que viajen en vuelo institucionales a la suscripción  de un documento,  que en su parte pertinente señala:

 "Declaro que reconozco que este es un vuelo de carácter militar realizado bajo las normas del DFL n°175 de 1960 y que por lo tanto no está sometido a las normas del código aeronáutico (...) referido al contrato de transporte aéreo (...) y a la responsabilidad en el transporte aéreo. Derivado de lo anterior, libero a la Fuerza Aérea de toda responsabilidad ante la ocurrencia de un accidente".

"La Fuerza Aérea de Chile queda exenta de responsabilidad en el transporte de pasajeros, equipajes y carga en razón de los riesgos de vuelo. Asimismo, no se hace responsable, por atraso de itinerario, cancelación de vuelos u otros.
Además, compromete a los pasajeros "a cumplir con las instrucciones emitidas por las autoridades de la Fuerza Aérea y por la tripulación".
2.- Que la Constitución Política dispone  en su Artículo 6º que “Los órganos del Estado deben someter su acción a la Constitución y a las normas dictadas conforme a ella, y garantizar el orden institucional de la República.”

3.- A vez, su Artículo 7º señala que  “Los órganos del Estado actúan válidamente previa investidura regular de sus integrantes, dentro de su competencia y en la forma que prescriba la ley.

Ninguna magistratura, ninguna persona ni grupo de personas pueden atribuirse, ni aun a pretexto de circunstancias extraordinarias, otra autoridad o derechos que los que expresamente se les hayan conferido en virtud de la Constitución o las leyes.

Todo acto en contravención a este artículo es nulo y originará las responsabilidades y sanciones que la ley señale.”
4.- Que es el del caso que la normativa de la Ley 18.575, Orgánica Constitucional sobre Bases de la Administración del Estado establece varias disposiciones sobre el actuar y las responsabilidades de los órganos de las Administración, dentro de los cuales se cuenta a la Fuerza Aérea, a saber:
a.- Artículo 2º.- Los órganos de la Administración del Estado someterán su acción a la Constitución y a las leyes.

Deberán actuar dentro de su competencia y no tendrán más atribuciones que las que expresamente les haya conferido el ordenamiento jurídico. Todo abuso o exceso en el ejercicio de sus potestades dará lugar a las acciones y recursos correspondientes.

b.- Artículo 3º.- La Administración del Estado está al servicio de la persona humana; su finalidad es promover el bien común atendiendo las necesidades públicas en forma continua y permanente y fomentando el desarrollo del país a través del ejercicio de las atribuciones que le confiere la Constitución y la ley, y de la aprobación, ejecución y control de políticas, planes, programas y acciones e alcance nacional, regional y comunal. 

     La Administración del Estado deberá observar los principios de responsabilidad, eficiencia, eficacia, coordinación, impulsión de oficio del procedimiento, impugnabilidad de los actos administrativos, control, probidad, transparencia y publicidad administrativas y participación ciudadana en la gestión pública, y garantizará la debida autonomía de los grupos intermedios de la sociedad para cumplir sus propios fines específicos, respetando el derecho de las personas para realizar cualquier actividad económica en conformidad con la Constitución Política y las leyes.

 c.-  Artículo 4º.- El Estado será responsable por los daños que causen los órganos de la Administración en el ejercicio de sus funciones, sin perjuicio de las responsabilidades que pudieren afectar al funcionario que los hubiere ocasionado.

d.- Artículo 18.- El personal de la Administración del Estado estará sujeto a responsabilidad administrativa, sin perjuicio de la responsabilidad civil y penal que pueda afectarle.

5.- Es del caso entonces, que de conformidad a la Constitución Política y la Ley Orgánica de Bases de la Administración del Estado, consagran el principio de la responsabilidad como un pilar de nuestra institucionalidad, no facultando a sus órganos o funcionarios el excusarse de la misma, o modificar ésta, mediante la suscripción de un documento, trasladando ésta a los usuarios civiles por el sólo hecho de ser un avión con destino militar, sin importar la finalidad del vuelo. Lo anterior es más determinante aún en tiempos de paz, ya que sólo la guerra podría ser una variable para modificar tal circunstancia debido a los intereses generales de la nación; tal hecho no ocurre obviamente en la especie.

6.- Cabe agregar, además, que el Decreto Supremo N°175, de fecha 18 de marzo de 1960, que “AUTORIZA A LA FUERZA AEREA PARA QUE ATIENDA TRASLADO DE PERSONAS Y CARGA AJENAS A LA INSTITUCION”, no considera siquiera la posibilidad de exigir a los civiles la suscripción de algún documento ni evalúa la posibilidad de eximir a la rama castrense de alguna responsabilidad por el hecho de trasladar en aviones militares a personas externas a la rama.

POR LO ANTERIOR, 
Es que solicitamos al Sr. Contralor que, atendidos los fundamentos de hecho y derecho expuestos, se sirva pronunciarse acerca de la legalidad del documento de exención de responsabilidad que la Fuerza Aérea de Chile obliga a suscribir a los pasajeros civiles que se embarcan en su naves de guerra, eludiendo así toda responsabilidad en perjuicio de los mismos, en abierta contradicción a la normativa constitucional y orgánica constitucional que rige la materia. 

